[image: image1.png]



                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

                               



             San José, 26 de setiembre de 2016   

                                                                                                           DJ-AJ-2537-2016
Señora

MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins

Directora Ejecutiva
S.D.

Estimada señora: 

En el oficio n.° 3452-DE-16, suscrito por el señor Rodrigo Arroyo Guzman, Subdirector Ejecutivo, se consultó: De conformidad con el Título IV del Código de Trabajo, artículo N° 237, mucho estimare (sic) emitir criterio legal, con el fin de determinar si transcurrido el plazo que se indica y el servidor sigue incapacitado bajo ese régimen, que (sic) procede con el cobro del subsidio que no recupera el Poder Judicial. Al respecto se deben hacer las siguientes consideraciones: 
I. Normativa:
1. Código de Trabajo: 
· Artículo 223:

Los riesgos del trabajo pueden producir al trabajador:

a) Incapacidad temporal, la constituida por la pérdida de facultades o aptitudes que imposibilita al trabajador para desempeñar el trabajo por algún tiempo. Esta incapacidad finaliza por alguna de las siguientes circunstancias:

1. Por la declaratoria de alta, al concluir el tratamiento. 

2. Por haber transcurrido el plazo que señala el artículo 237.

3. Por abandono injustificado de las prestaciones médico-sanitarias que se le suministran.

4. Por la muerte del trabajador.

b) Incapacidad menor permanente, es la que causa una disminución de facultades o aptitudes para el trabajo, consistente en una pérdida de capacidad general, orgánica o funcional, que va del 0,5% al 50% inclusive.

c) Incapacidad parcial permanente, es la que causa una disminución de facultades o aptitudes para el trabajo, consistentes en una pérdida de capacidad general, orgánica o funcional, igual o mayor al 50% pero inferior al 67%.

ch) Incapacidad total permanente, es la que causa una disminución de facultades o aptitudes para el trabajo, consistente en una pérdida de capacidad general, orgánica o funcional, igual o superior al 67%.

d) Gran invalidez; ocurre cuando el trabajador ha quedado con incapacidad total permanente y además requiere de la asistencia de otra persona, para realizar los actos esenciales de la vida: caminar, vestirse y comer.

e) La muerte. 

· Artículo 236:

Durante la incapacidad temporal, el trabajador tendrá derecho a un subsidio igual al 60% de su salario diario durante los primeros cuarenta y cinco días de incapacidad. Transcurrido ese plazo, el subsidio que se reconocerá al trabajador será equivalente al 100% del salario diario, si percibiere una remuneración diaria igual o inferior a cien colones. Si el sueldo fuere superior a cien colones por día, sobre el exceso se pagará un subsidio igual al 67%. La suma máxima sobre la cual se aplicará el 100% podrá ser modificada reglamentariamente. 

Cuando la remuneración del trabajador sea pagada en forma mensual, quincenal o semanal en comercio, y cuando se trate de trabajadores con salario base fijado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el subsidio será pagado a partir de la fecha en que ocurrió el riesgo del trabajo, hasta cuando se dé el alta médica al trabajador, con o sin fijación de impedimento, o hasta que transcurra el plazo de dos años que señala el artículo 237.

Si la forma de contratación fuere por salario diario, el subsidio se pagará considerando los días laborales existentes en el período de incapacidad, conforme a la jornada de trabajo semanal del trabajador. Para esos efectos se considerarán hábiles para el trabajo los días feriados, excluyendo los domingos. Servirán de referencia las planillas presentadas en el período de los tres meses anteriores al de la ocurrencia del infortunio, o un tiempo menor, si no hubiere trabajado durante ese período al servicio del patrono con quien le ocurrió el riesgo, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 16 y 206.

Cuando los trabajadores estén asegurados en el Instituto Nacional de Seguros, los pagos de subsidios se harán semanalmente, según las disposiciones internas que para efectos de tramitación se establezcan en el reglamento de la ley. 

El monto del subsidio diario, en los casos de trabajadores que laboren jornada ordinaria de trabajo completa, no podrá ser inferior al salario que establece el Decreto de Salarios Mínimos para todos los trabajos no contemplados en las disposiciones generales en las cuales se establece el salario por actividades, o en otras leyes de la República. 

En los casos de trabajadores que laboran una jornada de trabajo inferior a la ordinaria, el subsidio mínimo se calculará con base en el salario indicado, pero en forma proporcional a las horas que trabajen siempre que laboren menos de la mitad de la jornada máxima ordinaria. 

Cuando el trabajador preste servicios a más de un patrono, el subsidio se calculará tomando en cuenta los salarios que perciba con cada patrono. 

· Artículo 237:

Si transcurrido un plazo de dos años a partir de la ocurrencia del riesgo, no hubiere cesado la incapacidad temporal del trabajador, se procederá a establecer el porcentaje de incapacidad permanente, y se suspenderá el pago del subsidio, sin perjuicio de que se puedan continuar suministrando las prestaciones médico-sanitarias y de rehabilitación al trabajador. 

2. Reglamento General de los Riesgos del Trabajo
:

· Artículo 29:
Cuando la incapacidad temporal originada en un riesgo del trabajo, se prolongue por más de una semana, el Instituto Nacional de Seguros deberá hacer los pagos por ese concepto de manera tal que en el transcurso de la semana, los trabajadores incapacitados reciban el subsidio por los días de incapacidad transcurridos. 

· Artículo 30:

El Instituto Nacional de Seguros podrá convenir con los patronos la adopción de formas de pago mediante reintegro. En estos casos, el trabajador que deba recibir subsidio, lo percibirá por medio de su patrono y éste informará mensualmente al referido Instituto el total de erogaciones por el concepto dicho, a efecto de que el Departamento de Riesgos del Trabajo le haga el reembolso correspondiente.
· Artículo 31:
Cuando se trate de periodos de incapacidad temporal menores de una semana, el Instituto Nacional de Seguros pagará los subsidios a los trabajadores de que se trate, a más tardar el día hábil anterior a su reintegro al trabajo. 

3. Norma Técnica del Seguro de Riesgos del Trabajo 2014
:

· Artículo 4:
[…] 25) Subsidio salarial: Es una suma en dinero que se otorga al trabajador que ha sufrido un riesgo de trabajo, durante un periodo de incapacidad temporal. 

4. Reglamento para el pago de incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial
:
· Artículo 10:
Incapacidad. Riesgos del trabajo (INS). Los casos de incapacidades por riesgos de trabajo amparados o no por la póliza suscrita por el Poder Judicial con el Instituto Nacional de Seguros, se regirán por la normativa contenida en el Código de Trabajo y por las disposiciones del respectivo documento o póliza.

· Artículo 11:

Límite para efectos de incapacidad por riesgos. El límite para los efectos de las incapacidades por riesgos del trabajo, a que se refiere el artículo anterior, está estipulado en 730 días, o sean dos años para los servidores en propiedad, luego de lo cual el Instituto Nacional de Seguros procede a emitir la incapacidad temporal o permanente según corresponda para el pago de los derechos o indemnizaciones. Transcurrido el plazo ya indicado, el Instituto Nacional de Seguros se subroga los derechos y obligaciones del patrono. 
· Artículo 12:

Aplicación del Código de Trabajo. El artículo 237 del Código de Trabajo es aplicable en estos casos, posibilitando al Poder Judicial a prescindir de los servicios del servidor, previo pago de las prestaciones legales correspondientes, sin perjuicio de lo que dispone el artículo 254 del Código de Trabajo. 
II. Pronunciamientos de la Procuraduría General de la República: 
· Opinión Jurídica n.° OJ-206-2003 de fecha 23 de octubre de 2003:

[…] En caso de la Incapacidad Temporal hubiese sido decretada por un período de hasta dos años, transcurrido ese plazo, el ente asegurador somete a evaluación médica al trabajador, a fin de determinar si ha cesado o no la incapacidad. En caso de que no haya cesado, el médico procede a establecer el porcentaje de incapacidad permanente (menor, parcial, total o gran invalidez) conforme a los parámetros establecidos por el artículo 223 del Código de Trabajo. A partir de este momento, el pago del subsidio desaparece (la incapacidad permanente inicia donde termina la incapacidad temporal), siendo que se da paso al pago de una renta, cuyo pago puede o no ser anual, por períodos de cinco o diez años o vitalicia, renta que puede o no ser prorrogable, siendo que en ningún caso procedería que el Estado pague un porcentaje adicional o subsidio al trabajador. 
III. Resoluciones judiciales de interés:
Sala Constitucional

· Sentencia n.° 747, de las 11:00 horas del 20 de enero de 2012:
[…] VIII.- El derecho al subsidio porcentual y las demás prestaciones que otorga el seguro de riesgos del trabajo derivan del pago de las primas que realizan los patronos para asegurar a los trabajadores contra los infortunios laborales, y que como tal, constituye un derecho que forma parte de los seguros sociales y consecuentemente de la seguridad social. En cuanto a la incapacidad para el trabajo, ésta por su misma naturaleza al afectar la salud del individuo, entendiéndose también por esto, la misma capacidad o aptitud para el trabajo, lo afecta también en cuanto a la privación de las rentas salariales, lo que deviene en una situación de necesidad susceptible de ser atendida por la seguridad social. El pago del subsidio por incapacidad temporal, necesariamente, debe tener un plazo, el cual se establece en el artículo 237 impugnado, precisamente por la naturaleza temporal de la incapacidad la cual, si deviene permanente, será objeto de las prestaciones previstas en las normas siguientes, para las incapacidades de esa índole. 

IX.- Sobre el plazo del artículo 237 del Código de Trabajo. Como se ha dicho, el accionante impugna esencialmente el plazo de dos años estipulado en el artículo de cita. Es decir, impugna la duración de la incapacidad temporal, pues las normas cuestionadas precisamente ponen tope a dicha incapacidad para convertirla, de ser necesario, en una permanente. Ese tope máximo, así como el tope del monto que corresponda reconocer en cada caso obedece a una decisión legislativa que toma en cuenta, tanto el hecho de que, una vez transcurridos dos años de incapacidad temporal, o cesa la incapacidad y el trabajador es dado alta, o, por el contrario, cesa la condición provisional de la incapacidad y se convierte en permanente. Doctrinariamente la incapacidad temporal se define como i) una alteración de la salud, ii) que requiere asistencia sanitaria, iii) implica una incapacidad para el trabajo y iv) de la cual se presume su carácter transitorio. La temporalidad en la incapacidad hace presumir que se trata de una situación transitoria, que se presume en cierto plazo. Contrario sensu, la incapacidad permanente se presume definitiva e irreversible. Sin embargo, y dado que en el momento que ocurre el suceso generador de la incapacidad no es posible encuadrar adecuadamente la incapacidad, será en base a las calificaciones médicas y jurídicas posteriores –según se confirme o desvanezca con el transcurso del tiempo y la evolución de la situación- que se califique el tipo de incapacidad que corresponde a cada caso. En nuestro ordenamiento, el legislador dispuso el término de dos años como adecuado para revisar la calificación de la incapacidad temporal, y determinar si ésta se ha convertido en una situación permanente. Se trata de un plazo razonable máximo de protección por incapacidad temporal, que podrá ser agotado dependiendo de la evolución del desequilibrio incapacitante, de modo que no existirá más allá del mencionado período. Transcurrido ese plazo y si no ha habido curación, se enlaza el final de la incapacidad temporal con el comienzo de una incapacidad permanente. En otras palabras, por el transcurso del plazo máximo establecido para la incapacidad temporal, la normativa extingue la (sic) el subsidio temporal, para dar paso a la calificación y beneficios como incapacidad permanente. Se trata, por otra parte, de un plazo razonable para recibir una prestación que tiene carácter provisional y, al mismo tiempo, para definir si existe y, en qué grado, una incapacidad permanente. De modo que la pretensión del recurrente de la eliminación de plazo es contraria a la naturaleza misma del seguro de riesgos laborales y a la lógica y principio de ese régimen de seguros pues implicaría, por una parte, mantener indefinidamente al trabajador en una situación provisional y, al patrono y a los entes aseguradores, pagando una compensación sine die. Además, mantener en forma indefinida o por un plazo mayor de dos años tendría costos posiblemente insostenibles para cualquier régimen.- 
Sala Segunda
· Sentencia n.° 568, de las 9:45 horas del 16 de julio de 2008:
[…] De esa norma se desprende que la incapacidad permanente debe pagarse una vez que cese la temporal, la cual debe tenerse por concluida en el lapso fijado pericialmente, que en el caso fue de catorce meses, los cuales deben computarse a partir de la fecha del riesgo. El inciso a) del artículo 223 del Código de Trabajo establece los supuestos en que ha tenerse (sic) por finalizada la incapacidad temporal, indicando, en primer lugar, que concluye con la declaratoria del alta, al concluir el tratamiento. En el segundo supuesto, señala que también debe tenerse por finalizada si ha transcurrido el plazo previsto en el artículo 237 ídem. Esta norma, en forma expresa estipula: […] De ahí se extrae que una vez transcurrido el plazo de dos años a partir del acaecimiento del riesgo el I.N.S. queda obligado, si la incapacidad temporal no ha cesado, a fijar la permanente y como el numeral 246 ídem establece que una vez vencida la temporal ha de pagarse la permanente, debe concluirse que si aquella cesa antes de los dos años, como en este caso sucedió, el ente asegurador también debe fijar el impedimento permanente si existiere y proceder al pago de los subsidios correspondientes. Es precisamente por esa razón que el numeral 246 citado señala que el pago de los subsidios que deriven de esta última incapacidad debe hacerse a partir del cese de la temporal. El artículo 260 invocado por el recurrente no resulta entonces de aplicación al caso concreto, por cuanto el 246 en forma expresa determina el momento a partir del cual deben cancelarse los subsidios por incapacidad permanente, aparte de que esa otra norma hace referencia a otro de los supuestos por el que cesa la incapacidad temporal, cual es la declaración del alta del trabajador, según lo regulado en el inciso a) del numeral 223 ídem, lo que aquí sucedió mucho tiempo después de la fecha en que el I.N.S. debió tener por fenecida la incapacidad temporal y era a partir de ese momento en que debió comenzar a pagar la permanente, como lo exige el numeral 246 citado. 
IV. Criterio legal:
Los riesgos de trabajo se encuentran regulados en el Título IV del Código de Trabajo, De la protección de los trabajadores durante el ejercicio del trabajo, el Reglamento General de los Riesgos del Trabajo y la Norma Técnica del Seguro de Riesgos del Trabajo 2014. En el caso concreto interesa analizar el subsidio que perciben las personas trabajadoras que sufren un accidente o enfermedad de trabajo durante el tiempo que están incapacitadas; aspecto que también se encuentra normado en el Reglamento para el pago de incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial.
El artículo 236 del Código y el 4, inciso 25, de la norma técnica, establecen que la persona que se encuentra incapacitada temporalmente tiene derecho a percibir durante ese tiempo un subsidio; el cual se paga desde el día que ocurrió el riesgo laboral y hasta que sea dada de alta, o bien, transcurra el plazo estipulado en el numeral 237 del primer cuerpo normativo referido, que es de dos años a partir de la ocurrencia del riesgo.
Si dos años después de suscitado el riesgo de trabajo la incapacidad temporal no ha llegado a su término, la persona debe ser valorada para determinar si su incapacidad permanente es menor, parcial o total y con ello establecer el monto y duración de la renta anual a cancelarle. Lo anterior con base en los ordinales 223, 238, 239 y 240 de ese mismo instrumento jurídico. 
El Reglamento para el pago de incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial, aprobado por Corte Plena en el año 2002, por su parte, también fija un período máximo de incapacidad por riesgo laboral de dos años (artículo 11) y dispone la posibilidad de prescindir de los servicios de la persona trabajadora judicial, al amparo de los numerales 237 y 254 del Código de Trabajo. 

Como corolario de lo expuesto, la normativa vigente que regula la materia bajo análisis dispone, de manera clara y precisa que el subsidio por concepto de riesgos del trabajo se paga hasta tanto la persona sea dada de alta, o bien, haya transcurrido el plazo estipulado en el ordinal 237 antes citado. En este último supuesto, si pasados dos años desde que acaeció el riesgo la incapacidad temporal otorgada a la persona trabajadora no ha cesado, esta debe ser valorada para decretarse la incapacidad permanente que corresponda y establecer el monto de la renta correspondiente. Luego, el pago del subsidio debe ser suspendido a partir de ese momento; tal y como lo han sostenido la Sala Constitucional, la Sala Segunda y la Procuraduría General de la República, que si bien sus pronunciamientos no resultan de acatamiento para el Poder Judicial, se convierten en estudios que aportan elementos importantes al caso bajo estudio. 
No obstante lo anterior, en caso de que el Poder Judicial se encuentre cancelando sumas por este concepto –una vez transcurrido el plazo de dos años-, de conformidad con el artículo 30 del Reglamento General de los Riesgos del Trabajo, debe dirigirse al Departamento de Riesgos del Trabajo del Instituto Nacional de Seguros para el reembolso correspondiente; o bien, aplicar lo dispuesto en el ordinal 11 del Reglamento para el pago de incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial: Transcurrido el plazo ya indicado (entiéndase los dos años del artículo 237 del Código de Trabajo), el Instituto Nacional de Seguros se subroga los derechos y obligaciones del patrono. 
Ahora bien, en el supuesto de que el Instituto Nacional de Seguros se niegue a reembolsarle a la institución el dinero que en derecho le corresponde por concepto de incapacidades por riesgos del trabajo, alegando que las que se están cobrando superan el plazo legal de dos años, el Poder Judicial debe incoar las acciones necesarias para recuperar dichas sumas. Tómese en consideración que los médicos autorizados para expedir este tipo de documentos están obligados a cumplir las normas que regulan la materia; es decir, son las personas responsables de no extender incapacidades más allá del término autorizado por nuestro ordenamiento jurídico en esta materia. En consecuencia, en caso de que estos actúen al margen de la ley surge la responsabilidad de dicho instituto, pues se está ante el funcionamiento anormal del servicio que presta y, por ende, debe proceder con el respectivo pago. En ese sentido, esta Dirección reitera el criterio externado mediante oficio n.° DJ-AJ-1333-2016 -remitido a la Dirección a su cargo- que analizó un caso similar al presente.   

Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado por la Dirección Ejecutiva para lo que corresponda. 
Elaborado por: 

Msc. Priscilla Rojas Muñoz

      Asesora Jurídica 1 

   Área Análisis Jurídico

Atentamente, 

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla


     Licda Karol Monge Molina

    Coordinador Área Análisis Jurídico

     Sub Directora Jurídica a.i.
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� Aprobado por Corte Plena en sesión n.° 28-02, celebrada el 24 de junio de 2002, artículo XVII.
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